alternativa de una terapia psicológica o psiquiátrica, no se cumple el taxativo requisito de la inexistencia de otro medio, para aventar el peligro a la salud psíquica de la gestante”.
Y con respecto al 2º inciso puntualizan “es un supuesto de aborto eugenésico, acorde con las teorías racistas imperantes a comienzos del siglo XX; hipótesis descartada científicamente luego y, sobre todo, repudiada universalmente”.
Explica asimismo el dictamen que “la locución ‘no es punible’ implica -necesariamente-, que se trata de una excusa absolutoria; es decir que todo aborto es un hecho delictivo, pero por razones de política criminal, bajo determinadas condiciones, no era penado. Lógicamente, como en todo el sistema penal, primero debe realizarse el acto, para luego de la investigación penal, concluir si se han dado o no los requisitos taxativos para que opere la excusa absolutoria. Es decir que el juzgamiento, es siempre posterior a la realización del hecho tipificado como delito. Por ello son absurdos los pedidos judiciales de autorización para realizar abortos; y mucho más absurdo aún, es la concesión de tales pedidos por parte de los jueces o, lo que es peor aún -por su refinada hipocresía-, los fallos que sostienen que en estos casos, la decisión recae en el médico, que podría hacerlo a su gusto y sin necesidad de autorización judicial”.

Plantean a posteriori: “¿Puede una excusa absolutoria, transformarse en un derecho o en una obligación?: Desde el punto de vista jurídico, la respuesta negativa se impone. Una excusa absolutoria funciona de modo sencillo: alguien comete un hecho tipificado como un delito, y la ley, por razones de política criminal, prescribe que -en tales casos y sólo luego de demostrarse que se han cumplido los requisitos-, no se aplica pena al delincuente. Lógicamente la eximición de pena no configura ningún derecho a cometer delitos; simplemente, en tal caso no hay sanción. Mucho menos podría obligarse a nadie a cometer el mencionado delito, aún cuando carece de pena”.

“Nuestro Código Penal presenta varias excusas absolutorias. Un par de ejemplos de ellas ilustrará acabadamente la situación. El hurto famélico, por el cual un indigente hurta la comida necesaria para su sustento inmediato, no es punible. Tampoco lo es el hurto de pequeñas cantidades de dinero, de los hijos respecto de sus padres. En tales casos, sería absurdo iniciar una campaña educativa, que enseñe -por ejemplo-, a los niños en las escuelas que cuando tienen hambre tienen derecho a hurtar comida, y, además, tienen derecho a hurtar dinero a sus padres, hasta tal monto. Una cosa es la eximición de pena, y otra muy distinta es la reivindicación de un derecho del que se carece, puesto que las acciones tipificadas como criminales, son delitos en sentido pleno y estricto, aún cuando se los exima de pena, por razones de política criminal”.

“Lo asombroso de los proyectos en estudio es que, no sólo transforman un hecho delictivo -el aborto-, en un imaginado derecho de la mujer encinta; sino que, además -y esto colma toda posible aberración jurídica-, lo hace obligatorio para los centros de salud, los cuales están obligados a tener siempre a disposición médicos diplomados dispuestos a practicar abortos. Entonces se ha pasado -de modo casi imperceptible-, de una excusa absolutoria a un derecho irrestricto, y de éste a una obligación absoluta”. 

Para ver el dictamen completo pulse aquí


NOTIVIDA, Año VII, nº 445, 23 de mayo de 2007
Buenos Aires, Argentina
EL INADI: TOTALITARISMO ABORTISTA Y PRO-HOMOSEXUAL
La presidenta del Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI), María José Lubertino, presentó hoy una “Recomendación General del INADI sobre la Aplicación de un Protocolo para la Atención Sanitaria de Casos de Abortos Legales”, (vid. Notivida 390, 416, 434).
La recomendación del INADI tiene dos destinatarios: los ministerios de Salud de las provincias y los poderes legislativos tanto provinciales como el nacional, que no reglamentaron los procedimientos para que las mujeres puedan abortar haciendo uso de las causales absolutorias que prevé el art. 86 del Código Penal. De esa manera el gobierno de Kirchner conseguiría la realización de los llamados “abortos no punibles”, tanto en establecimientos públicos como en privados y obras sociales.
La recomendación también está dirigida a los profesionales de salud y directivos de hospitales públicos que reclaman una orden judicial para autorizar la práctica. “Los médicos deben saber que a la hora de dilatar o judicializar un pedido de aborto están violando sus responsabilidad civil y penal y el Estado no está garantizando los derechos de las mujeres que sufren discriminación, en especial las de sectores pobres que no tienen recursos para realizarse un aborto seguro”, sostiene María José Lubertino.
Listas negras
La recomendación también prevé la creación de una “lista negra” de médicos y auxiliares de la medicina: se propone la creación de un Registro Nacional de Objetores de Conciencia que será de acceso público y donde figurarán los profesionales de salud que se oponen a la práctica. Esta negativa regirá tanto para su actividad pública como privada. Ante la negativa del médico o del personal auxiliar de participar de la intervención, el establecimiento tendrá la obligación de buscar los reemplazos que sean necesarios para realizar la intervención en forma inmediata.
Aborto a petición
Sin mediar el dictado de una ley y sin reformar la letra del Código Penal, sólo siguiendo la recomendación de los organismos internacionales de derechos humanos de reinterpretar los textos legales existentes con esta medida se introduce en nuestro país el aborto a petición:
El texto establece la realización del aborto a) cuando el embarazo pone en peligro la vida o la salud física o psíquica de la mujer, b) cuando el embarazo se hubiera producido como consecuencia de una violación –caso en el que se presume la existencia de peligro para la salud psíquica de la mujer–, c) cuando se solicita la interrupción del embarazo en caso de violación a una mujer idiota o demente.
Lubertino en el Congreso
Ayer la funcionaria le anticipó a los legisladores de la Comisión de Salud de la cámara baja, que estudian un dictamen sobre aborto no punible, la recomendación presentada hoy; recordándoles además que el Plan Nacional contra la discriminación, que el presidente Kirchner aprobó con el decreto 1086/2005 prevé el debate sobre aborto.
El INADI un pulpo totalitario
También avanza en la Cámara de Diputados un proyecto de Ley de la diputada Stella Maris Córdoba (FpV, Tucumán), que modificaría la ley 24.515, de creación del INADI.
El proyecto de Córdoba, creando delegaciones del INADI en todas las provincias y otorgándole capacidad de fiscalizar y vigilar convierte al organismo en un ente policial para perseguir cualquier oposición al aborto o al reconocimiento social del homosexualismo.
Homosexuales
Dice un comunicado oficial del INADI del 17 de mayo pasado: “El día de hoy, en que se conmemora la fecha en la que la Organización Mundial de la Salud, superando años de prejuicios, retiró a la ‘homosexualidad’ de la lista de enfermedades mentales, queremos reafirmar nuestro compromiso en el trabajo contra la discriminación por Orientación Sexual e Identidad/Expresión de Género, tal y como expresa el Plan Nacional contra la Discriminación. 
Para el INADI trabajar contra esas prácticas implica necesariamente: 
-trabajar por la derogación de los Códigos de Faltas y Contravencionales que criminalizan la homosexualidad y el travestismo, cuyos artículos son utilizados por la policía para perseguir y hostigar a la comunidad LGBT (lesbianas, gays, bisexuales, travestis y transexuales) en muchas provincias de nuestro país, 
-exigir el respeto a la identidad, garantizándole a la comunidad trans e intersexual la posibilidad de llevar su nombre real, el que han elegido, en su documento y el derecho a decidir sobre su propio cuerpo, 
-trabajar por el derecho a la familia, legalizando los mismos derechos para todas las parejas, 
-incluir esta expresión de la discriminación en las causales de la ley antidiscriminatoria nacional y en las políticas públicas que en todos los órdenes (salud, educación, justicia, trabajo, etc.) tiendan a hacer cesar la discriminación y a reparar las consecuencias de la misma en la vida cotidiana de la gente que la padece... 
En definitiva, luchar contra la discriminación por Orientación Sexual e Identidad/Expresión de Género implica trabajar para garantizar la plena inclusión ciudadana de gays, lesbianas, bisexuales, trans e intersexuales en todos los ámbitos, de todo el país. 
Adherimos, entonces, a la propuesta de las organizaciones LGTBI nacionales e internacionales de constituir institucionalmente el Día 17 de Mayo, como el Día Internacional de Lucha contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad/Expresión de Género. 
Lo expresado ha sido siempre el compromiso personal y político de la Dra. María José Lubertino con la comunidad LGBTI en Argentina, y el compromiso que asume actualmente como Presidenta del Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo”. 
NOTIVIDA, Año VII, nº 446, 28 de mayo de 2007

Ciudad de Buenos Aires, Argentina
TELERMAN TAMBIÉN SE AUTOEXCLUYE DEL VOTO PRO-VIDA

El ministro de Salud porteño, Alberto de Micheli, firmará hoy una resolución por la que se obliga a los hospitales públicos a practicar los llamados abortos no-punibles. La resolución entrará en vigor hoy mismo 28 de mayo, día en el que el feminismo abortista conmemora en todo el mundo la Acción por la Salud de las Mujeres 

"La Ciudad va a garantizar que los abortos no punibles se practiquen sin esperar un permiso de un juez", expresó De Micheli en sus dichos. 

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires se convertirá en la segunda jurisdicción en el país en establecer una norma con un protocolo de atención para “abortos no punibles”. Recordamos que la provincia de Buenos Aires hizo lo propio días atrás, vid Notivida 433 y 435.

“La indicación precisa es que no se judicialicen los pedidos", afirmó De Micheli en declaraciones públicas. 

En la resolución se explicará el procedimiento médico a seguir cuando se solicite el aborto, aunque sólo será tomado en cuenta en casos en que la gestación ponga en riesgo la salud integral de la madre o si proviene de una violación en una mujer con discapacidad mental.

De esta manera, se reglamentarán los abortos no punibles para que se realicen sin la exigencia de una autorización judicial en los hospitales públicos. 

En una primera etapa, el protocolo se cumplirá en tres hospitales: uno en zona Norte, otro en el Sur y otro del oeste de Ciudad. Para poder llevar a cabo la medida, en cada centro de salud se creará un equipo integrado por un ginecólogo, un psicólogo, un psiquiatra, un trabajador social y un abogado, designados por el director. 

El equipo tendrá a su cargo la evaluación de cada caso, para poder determinar si está abarcado por la resolución, aunque no tendrán un plazo mayor a los cinco días hábiles. "El dictamen se elevará a el director del hospital, quien lo refrendará. En el supuesto de existir divergencias entre los miembros del equipo interdisciplinario deberá decidir el director del hospital, pudiendo requerir a tal efecto la opinión del Comité de Bioética, con la celeridad que exija la emergencia o urgencia del caso", se indica en el protocolo. FIN
NOTIVIDA, Año VII, nº 447, 4 de junio de 2007

Cámara de diputados de la Nación

ABORTO: DE DELITO A “DERECHO IRRESTRICTO”
En el día de la fecha la asociación civil Portal de Belén, con sede en la provincia de Córdoba, hizo una presentación en la Cámara de Diputados de la Nación sobre los proyectos en estudio en la Comisión de Salud, que con la excusa de “regular la práctica de los abortos no punibles” legalizan prácticamente el aborto a petición (exp. 5453/2006 de la socialista Silvia Augsburger y otros, y el 28/2007 –reproducción del 4395/2005- de la oficialista Juliana Marino).

El dictamen elaborado por los equipos técnicos de Portal de Belén y firmado por su tesorero, Dr. Jorge Scala, destaca entre otras cosas que las excusas absolutorias mencionadas por el art. 86 del Código Penal (1º peligro para la vida o la salud de la madre, si ese peligro no puede ser evitado por otros medios; y 2º cuando el embarazo proviene de una violación o de un atentado al pudor cometido sobre una mujer idiota o demente) han sido tácitamente derogadas por la reforma constitucional de 1994, que otorgó rango constitucional a diversos tratados internacionales de derechos humanos; que, conforme a la constante jurisprudencia de nuestra Corte Suprema, deben interpretarse armónicamente.

“Ninguna condición del niño, como ser su vida intrauterina; ni las de su madre -estar enferma, haber sido violada y/o ser deficiente mental-, pueden restringir ningún derecho humano del nasciturus. Y el señero entre esos derechos humanos, es la inviolabilidad de la vida humana”.

Con respecto al 1º inciso del art. 86 agregan “ya en 1951, el Congreso de Cirujanos del American Collage, dijo que ‘todo el que hace un aborto terapéutico o ignora los métodos modernos para tratar las complicaciones de un embarazo o no quiere tomarse el tiempo para usarlos’. (…). En cuanto a la salud psíquica de la madre, el aborto nunca cura o es terapia adecuada, para ningún trastorno de esa naturaleza. Por otra parte, al existir siempre la 
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